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iure imperii (es decir, en las que está empeñada la sobe-
ranía del Estado) y bienes destinados a actividades de
iure gestionis (o lo que es lo mismo, actividades en las
que el Estado no hace uso de su potestad de imperio
y actúa de la misma manera que un particular).

No obstante lo anterior, como ya puso de manifiesto
este Tribunal en la STC 107/1992, de 1 de julio, FJ
5 (y, con posterioridad en las SSTC 292/1994, de 27
de octubre, FJ 3; y 18/1997, de 10 de febrero, FJ 6),
con independencia de la mencionada inmunidad «rela-
tiva» de ejecución de los bienes de los Estados extran-
jeros sobre la base de la distinción de los destinados
a actividades de iure imperii o a actividades de iure ges-
tionis, los bienes de las Misiones Diplomáticas y Con-
sulares son absolutamente inmunes a la ejecución, en
virtud de lo dispuesto en el art. 22.3 del Convenio de
Viena de 18 de abril de 1961 sobre relaciones diplo-
máticas (que dispone que «los locales de la misión diplo-
mática, su mobiliario y demás bienes situados en ellos,
así como los medios de transporte de la misión, no
podrán ser objeto de ningún registro, requisa, embargo
o medida de ejecución») y en el art. 34 del Convenio
de Viena de 24 de abril de 1963 sobre relaciones con-
sulares (que establece que «los locales consulares, sus
muebles, los bienes de la oficina consular y sus medios
de transporte, no podrán ser objeto de ninguna requisa
por razones de defensa nacional o de utilidad pública»).

3. Aun cuando en principio los bienes del Consulado
objeto de embargo gozan del privilegio de inmunidad,
como así lo certificó el Ministerio de Asuntos Exteriores
al Juez de lo Social núm. 2 de Vizcaya con fecha de
15 de noviembre de 1995, por estar afectados a la acti-
vidad del propio Consulado, la pretensión de la deman-
dante no es otra sino que este Tribunal recalifique la
naturaleza jurídica de los bienes embargados como bie-
nes destinados al ius gestionis y no al ius imperii, para
sustraerlos así de tal privilegio y conseguir su traba y
ejecución.

Nos encontramos pues, ante una mera cuestión de
legalidad que sólo a los Jueces y Tribunales corresponde
resolver en el ejercicio de su función jurisdiccional, juz-
gando y haciendo ejecutar los juzgado, que en exclusiva
les atribuye el art. 117.3 CE, sólo controlable en esta
sede por una eventual falta de motivación, o por arbi-
trariedad manifiesta, irrazonabilidad o error patente
(SSTC 111/2000, de 5 de mayo, FJ 8; y 161/2000,
de 12 de junio, FJ 4). Se trata, a fin de cuentas, de
una mera disconformidad con lo decidido por el juzgador
sin que el derecho a la tutela judicial efectiva en la fase
de ejecución de Sentencias se haya visto en modo alguno
lesionado, puesto que la Sentencia impugnada no ha
impedido la ejecución de la Sentencia sino que única-
mente ha declarado de forma razonable y razonada que
ésta recae sobre determinados bienes no susceptibles
de ser trabados por gozar, según la legislación vigente,
del privilegio de inmunidad, lo que ciertamente no impide
como dijimos en la STC 107/1992, de 1 de julio, dictada
posteriormente, que el apremio pueda llevarse a cabo
sobre otras cosas o derechos no protegidos por la ley
internacional.

4. En fin, la parte actora alega también la vulne-
ración del derecho a un proceso público sin dilaciones
indebidas consagrado en el art. 24.2 CE por considerar
que el Consulado ha contribuido a prolongar su duración
más de tres años escudándose en su privilegio con el
fin de incumplir una resolución judicial de los Jueces
y Tribunales españoles, la Sentencia dictada por despido.
Ahora bien, tampoco este motivo resulta viable por cuan-
to el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas como
individualizable, autónomo y diferenciado de aquel otro
de la tutela judicial efectiva (por ejemplo, SSTC

32/1999, de 8 de marzo, FJ 1; 124/1999, de 28 de
junio, FJ 2; 125/1999, de 28 de junio, FJ 2; y 160/1999,
de 14 de septiembre, FJ 2) no puede ser invocado para
denunciar argucias obstativas a la contraparte del recur-
so, amén de exigir que el proceso donde hipotéticamente
se hubieren causado los retrasos no haya finalizado en
el momento de interponer la demanda de amparo (SSTC
151/1990, de 4 de octubre, FJ 4; 61/1991, de 20
de marzo, FJ 1; 103/2000, de 10 de abril, FFJJ 2 y
3; y 119/2000, de 5 de mayo, FJ único). En este caso,
la actora no sólo imputa el vicio invocado a unas sedi-
centes tácticas retardatarias de la contraparte, sino que
además el amparo se interpuso contra la resolución judi-
cial que ponía fin al proceso y en consecuencia a cual-
quier eventual dilación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar la presente demanda de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de septiembre de dos
mil uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

19468 Sala Segunda. Sentencia 177/2001, de 17
de septiembre de 2001. Recurso de amparo
2669/97. Promovido por don Mariano de Die-
go Nafría frente a los Autos de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid que declararon la incompetencia
de jurisdicción del orden social para cono-
cer de su demanda para ser repuesto en la
ocupación efectiva del Inspector del Banco
de España.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: Declaración de incompeten-
cia de jurisdicción, porque el litigio atañe a
la ejecución de una sanción disciplinaria com-
petencia del orden contencioso-administrati-
vo, que no incurre en error patente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2669/97, promovido
por don Mariano de Diego Nafría, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega
y asistido por el Letrado don Enrique Lillo Pérez, contra
el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de fecha 9 de abril de 1997, así
como contra el Auto confirmatorio de aquél y deses-



8 Viernes 19 octubre 2001 BOE núm. 251. Suplemento

timatorio del recurso de súplica, de fecha 12 de mayo
de 1997. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y el Banco
de España, representado por la Procuradora doña María
Eva de Guinea Ruenes y asistido del Letrado don Juan
Eugenio Picón Martín. Ha sido Ponente el Magistrado
don Julio Diego González Campos, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Tribunal el 19
de junio de 1997, don Mariano de Diego Nafría, repre-
sentado por la Procuradora de los Tribunales doña Isabel
Cañedo Vega, interpuso recurso de amparo contra los
Autos de los que se hace mérito en el encabezamiento
por vulneración del derecho fundamental a la tutela judi-
cial efectiva y producción de indefensión (art. 24 CE).

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho:

a) El ahora demandante en amparo, don Mariano
de Diego Nafría, que había ingresado en el Banco de
España con fecha 2 de febrero de 1981 con la categoría
de Inspector de entidades de crédito y ahorro previa
superación del correspondiente concurso selectivo, obtu-
vo la excedencia voluntaria en dicho cuerpo con fecha
8 de julio de 1986, a partir de la cual vino ejercitando
diferentes cargos directivos, tanto en el ámbito privado
como en el de la propia Administración, entre los que se
encontraba el de miembro del Consejo de Administración
de la entidad «IGS del mercado Hipotecario, S.C.H.»

b) Con ocasión de pertenecer al Consejo de Admi-
nistración de esta última entidad, el Banco de España
inició contra el mismo un expediente disciplinario que,
finalmente, fue resuelto mediante Acuerdo del Consejo
de Ministros de 22 de diciembre de 1993, publicado
en el BOE del siguiente día 23, por el que se le conceptuó
como autor responsable de sendas faltas muy grave y
grave del art. 5, apartados g), i) y l) de la Ley 26/1988,
de 29 de julio, de disciplina e intervención de las enti-
dades de crédito, imponiéndosele sendas sanciones
administrativas consistentes en separación de cargo, con
inhabilitación para el ejercicio de cargos de administra-
ción o de dirección en cualquier entidad de crédito por
el plazo de dos años y multa de un millón de pesetas.

c) Contra el citado Acuerdo, el ahora demandante
de amparo formalizó dos recursos ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo: El pri-
mero de ellos, al amparo de la Ley 62/1978, de 26
de diciembre, de protección de derechos fundamentales,
y el segundo de carácter ordinario. Durante la sustan-
ciación del primero de los indicados recursos, el Tribunal
Supremo dictó Auto de 18 de abril de 1995 acordando
la suspensión cautelar del cumplimiento de la sanción
de inhabilitación antes citada y ulteriormente, mediante
Sentencia de 10 de enero de 1997, el Alto Tribunal
declaró nulas de pleno Derecho las dos sanciones
impuestas, por vulneración del derecho fundamental a
la tutela judicial efectiva, al no haberle sido notificadas
en su momento ni la incoación contra el mismo del expe-
diente disciplinario, ni tampoco las sucesivas resolucio-
nes que fueron acordadas en el transcurso del mismo.

d) Paralelamente a lo anteriormente descrito, con
fecha 16 de febrero de 1994, el Sr. de Diego Nafría
se reincorporó al Banco de España en su condición de
Inspector de Entidades de Crédito, siendo adscrito a la
Dirección General de Entidades de Crédito y Ahorro del
citado organismo público, pasando posteriormente al
desempeño de sus funciones propias en la Inspección
de Entidades Financieras de aquél.

e) En tal situación, con fecha 14 de marzo de 1996,
previo agotamiento del trámite de la reclamación admi-
nistrativa, el actor dedujo demanda ante la jurisdicción
laboral a través del procedimiento especial de tutela de
derechos fundamentales, «en reclamación de su derecho
a ser repuesto en la ocupación efectiva y profesional
plena de Inspector del Banco de España y por cantidad
derivada de la indemnización de los daños y perjuicios
ocasionados por la conducta empresarial vulneradora
de derechos fundamentales y legales», contra la entidad
Banco de España, correspondiendo su conocimiento al
Juzgado de lo Social núm. 9 de Madrid que inició los
autos 215/96.

f) En el transcurso de las citadas actuaciones, el
Juzgado de lo Social de referencia dictó Auto con fecha
18 de junio de 1996 acordando declarar la falta de juris-
dicción del orden social para el conocimiento de la
demanda formalizada, por entender que la materia sobre
la que versaba tenía carácter administrativo y, en con-
secuencia, advertía al actor de la reserva de su derecho
para acudir a dicha jurisdicción, decretando el archivo
de las actuaciones. Contra el citado Auto, la represen-
tación del actor interpuso recurso de reposición que fue
desestimado mediante nueva resolución de 6 de sep-
tiembre de 1996.

g) Dicho Auto fue, a su vez, recurrido, en esta oca-
sión en suplicación, ante la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, sustanciándose en el
rollo núm. 838/97, que finalizó mediante Auto del Tri-
bunal de 9 de abril de 1997, resultando desestimado
en su integridad y, por consiguiente, confirmada la pre-
cedente declaración de falta de la jurisdicción social para
el conocimiento de la demanda formulada. Contra esta
última resolución, el demandante de amparo interpuso
recurso de súplica que fue, igualmente, desestimado por
Auto del mismo Tribunal de 12 de mayo de 1997. Dicha
resolución fue notificada a la parte el día 28 de mayo
de 1997.

3. Por escrito registrado en este Tribunal el 19 de
junio de 1997, se interpuso recurso de amparo. El
recurrente funda su demanda en el único motivo de esti-
mar que los Autos de 9 de abril y 12 de mayo de 1997
dictados por la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, han vulnerado su derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva, por cuanto aquéllos
han incurrido en un verdadero error patente que condujo
a no haber dado respuesta motivada a la pretensión
que la parte había alegado.

En concreto, agrega que la pretensión de la demanda
formalizada ante la jurisdicción social había consistido
en un alegado trato discriminatorio que habría sufrido
el ahora demandante de amparo por parte de su empre-
sa, en este caso el Banco de España, durante un período
de tiempo comprendido entre el día 16 de febrero de
1994, fecha de su reincorporación a la citada entidad
como inspector de entidades de crédito, y mediados del
mes de septiembre de 1995 (en concreto, el día 17
de septiembre de 1995) en que poco a poco le fueron
restituidas las competencias y actividades profesionales
propias del cargo. Alegaba, pues, ante los órganos juris-
diccionales, el haber sufrido un trato discriminatorio
cometido por la empresa respecto de él como trabajador
de la misma, reputando, por consiguiente, de naturaleza
laboral dicha reclamación.

Pues bien, en relación con la misma alega el recurren-
te que su pretensión de fondo no fue resuelta por el
Tribunal de suplicación por estimar que habría incurrido,
en su resolución confirmatoria de la declaración de falta
de jurisdicción del orden laboral para conocer del asunto,
en el error patente de considerar que la pretensión ale-
gada afectaba al ámbito y efectos de la ejecución del
Acuerdo sancionatorio adoptado por el Consejo de Minis-
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tros y, en consecuencia, que era materia propia de la
jurisdicción contencioso-administrativa, prescindiendo,
por tanto, de toda respuesta motivada respecto de aqué-
lla. El error patente que habría llevado a dicha conclusión
estriba en haber declarado como hecho probado que
la no restitución efectiva en todas sus competencias pro-
pias que como Inspector de entidades de crédito le
correspondían, se habría debido a la ejecución de la
sanción administrativa de inhabilitación especial que le
había sido impuesta por el Consejo de Ministros, pre-
supuesto fáctico éste que, ni siquiera, según el parecer
del recurrente, «se habría atrevido a mencionar» la propia
entidad demandada en los sucesivos escritos que apa-
recen en las actuaciones.

4. Mediante providencia de 1 de diciembre de
1997, la Sección Tercera de este Tribunal acordó la admi-
sión a trámite de la demanda de amparo y, a tenor de lo
dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir al Juzgado de
lo Social núm. 9 de Madrid y a la Sección Primera de la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid que, en el plazo de diez días, remitieran testi-
monio de los autos 215/96 y del recurso de suplicación
núm. 838/97, así como que practicaran los emplaza-
mientos pertinentes.

A través de sendos escritos registrados el 19 y 21
de enero de 1998, don Juan Eugenio Picón Martín y
Francisco de Guinea y Gauna se personan en las actua-
ciones en nombre y representación del Banco de España
como Abogado y Procurador, respectivamente.

Por providencia de 23 de febrero de 1998 la Sección
Tercera acuerda tener por personado y parte en el pro-
cedimiento al Procurador don Francisco Guinea y Gauna
en nombre y representación del Banco de España y,
asimismo, dar vista de las mismas a las partes perso-
nadas y al Ministerio Fiscal, por plazo común de veinte
días, para que presentaran las alegaciones que estima-
sen pertinentes, de conformidad con lo dispuesto en
el art. 52.1 LOTC.

5. El 13 de marzo de 1998 fueron registradas en
este Tribunal las alegaciones presentadas por la parte
que interpuso el recurso de amparo. En ellas, brevemen-
te, se reiteran las vulneraciones de derechos fundamen-
tales que ya invocó en su demanda de amparo, se remite
a lo que resulta de las actuaciones judiciales para acre-
ditar las lesiones constitucionales denunciadas, llaman-
do, de nuevo, la atención sobre el hecho de que las
resoluciones impugnadas olvidan que con anterioridad
a la interposición de la demanda laboral se había tra-
mitado y resuelto favorablemente al demandante el
recurso contencioso-administrativo contra los actos
administrativos y actuaciones del Banco de España basa-
das no en su condición de empleador sino de entidad
pública.

6. Por escrito registrado el 24 de marzo de 1998
el Banco de España formuló alegaciones solicitando la
desestimación del amparo. Para ello, apela, en primer
término, a una falta de agotamiento de los recursos de
la vía judicial previa, concretamente al no haber formu-
lado el recurrente su demanda ante la jurisdicción
contencioso-administrativa, pues sólo si se hubiese con-
siderado incompetente la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, y una vez seguido el correspondiente conflicto
de competencias, se hubiera podido dictar una Sentencia
contra la que ya no cupiera ningún tipo de recurso y
podría haberse interpuesto el recurso de amparo, dado
el carácter subsidiario de éste.

Se alega seguidamente que la denuncia efectuada
con relación al art. 24.1 CE carece de fundamentación
constitucional, ya que la resolución impugnada da una
respuesta razonada y motivada al contenido de la deman-
da origen de las actuaciones judiciales, de lo que se

desprende que el objeto del proceso y la causa de pedir
del mismo es un acto administrativo, que no puede que-
dar desvirtuado por las aclaraciones posteriores del
recurrente de que aquellos hechos de la demanda eran
antecedentes explicativos, sin tener en cuenta que
dichos hechos confirman y condicionan el suplico con-
denatorio de la demanda, configurando la causa de pedir
y al que se ajustan los Autos impugnados. Considera,
igualmente, que el planteamiento que hace el Sr. de
Diego en su demanda induce a error a la Sala y desde
la presentación de la demanda ha existido una clara
negligencia por parte del demandante, al hacer un plan-
teamiento en sus alegaciones y pretensiones que no
es competencia de la jurisdicción laboral.

Sostiene la innegable motivación de los pronuncia-
mientos impugnados, al estudiar todos y cada uno de
los aspectos de la demanda, incluida la presunta falta
de ocupación efectiva. Tampoco, a su juicio, es apre-
ciable la existencia de incongruencia en la resolución
desestimatoria, por considerar que los Autos impugna-
dos contienen un pronunciamiento razonado y razonable
(y por ende no arbitrario ni incongruente) en relación
con la competencia jurisdiccional, al haberse analizado
en los dos fundamentos de Derecho del Auto dictado
con fecha 9 de abril de 1997, cuantas alegaciones se
habrían efectuado en relación con los hechos y suplico
de la demanda origen de las actuaciones judiciales.

Entiende, finalmente, el Banco de España en sus ale-
gaciones que si el recurrente en amparo consideraba
que su reclamación era laboral, tenía que haber desarro-
llado su pretensión dentro del ámbito de la legislación
laboral, que específicamente contempla que los incum-
plimientos involuntarios del empresario pueden ser cau-
sa de extinción del contrato por voluntad del trabajador,
pero con unas consecuencias indemnizatorias tasadas.
Entiende, por ello, que el fondo de la demanda formulada
ante la jurisdicción social es una petición de respon-
sabilidad patrimonial de una Administración pública que
debe seguir los cauces normativos correspondientes,
lógicamente recurribles ante la jurisdicción contencio-
so-administrativa.

7. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en el
escrito de 30 de marzo de 1998, solicitó la estimación
del recurso de amparo. Antes de analizar la cuestión
de fondo, el Ministerio Fiscal considera que el presente
recurso de amparo queda correctamente delimitado y
circunscrito a las dos resoluciones dictadas por la Sala
de lo Social. Entiende igualmente, con carácter previo,
que en el presente caso no estamos ante un verdadero
supuesto de incongruencia que hubiera podido cometer
el órgano jurisdiccional en relación con la pretensión
de la parte, pues aquél en sus dos resoluciones impug-
nadas, otorga una respuesta motivada a lo que la misma
le estaba exponiendo. En consecuencia, no ha existido
omisión judicial a una pretensión ejercitada, ni tampoco
una respuesta judicial extrapetita a lo alegado por el
actor. Antes al contrario, lo que plantea el recurrente
de amparo es que la decisión jurisdiccional adoptada
ha incurrido en error patente.

Sobre esta base, considera que la decisión de inad-
mitir o desestimar la pretensión sin llegar a abordar la
cuestión de fondo debatida, por apoyarse en un motivo
inexistente, constituye no sólo una ilegalidad sino una
inconstitucionalidad, al afectar al derecho fundamental
del art. 24.1 CE. Por ello, este Tribunal puede comprobar
la razonabilidad de la aplicación efectuada de la causa
de inadmisión tenida en cuenta o de la desestimación
por falta de las condiciones procesales, analizando si
la interpretación efectuada es inmotivada, arbitraria o
ha incurrido en error patente.
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Entiende el Ministerio Fiscal que se ha producido una
efectiva vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva, al haberse cometido un error en los presupuestos
fácticos por el Tribunal Superior de Justicia y porque
tal error condicionó, a su juicio, el sentido de declarar
la falta de jurisdicción. El error en los presupuestos fác-
ticos, a juicio del Ministerio Fiscal, queda acreditado por
varias razones. En primer lugar, porque de la lectura de
las actuaciones en ningún momento se desprende que
el invocado trato discriminatorio deparado por el Banco
de España se debió a la sanción administrativa de inha-
bilitación especial que le había sido impuesta. En segun-
do lugar, tal consecuencia no es deducible de la demanda
ni de ningún ulterior acto o escrito aportado por el actor
al procedimiento laboral, todo lo contrario, el mismo ale-
ga que la vulneración de los derechos fundamentales
acaecida como consecuencia del expediente disciplina-
rio abierto en su contra y la ulterior decisión adminis-
trativa de imponerle la sanción fueron debidamente
impugnados en la vía contencioso-administrativa
mediante los oportunos recursos sustanciados ante
dicha jurisdicción, por lo que carecería de sentido que
tal pretensión se reprodujese de nuevo ante otra juris-
dicción. En tercer lugar, tampoco es posible extraer tal
dato fáctico de las sucesivas alegaciones realizadas por
la representación procesal del Banco de España, pues
la misma se limitó a señalar que el supuesto trato dis-
criminatorio alegado por la contraparte no representaba
más que una manifestación de discrepancia del actor
con la ejecución de las decisiones administrativas sin
extenderse a la consideración de que la desocupación
efectiva de sus funciones tuviera por causa la sanción
administrativa impuesta. Finalmente, tampoco las dos
resoluciones judiciales precedentes dictadas por el Juz-
gado de lo Social se apoyan en tal afirmación fáctica.
De lo anterior se deduce, concluye el Ministerio Fiscal,
que se ha producido en la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de 9 de abril de 1997 un evidente
error fáctico.

Igualmente, considera el Ministerio Público que el
anterior error condicionó la declaración de la falta de
jurisdicción, al apreciarse que lo determinante para el
Tribunal Superior de Justicia de Madrid era el alcance
y eficacia de la sanción de inhabilitación especial impues-
ta al Sr. de Diego Nafría y tal aspecto lo puso en íntima
conexión con la decisión adoptada por el Banco de Espa-
ña de «no haberle dado trabajo efectivo» a aquél. En
definitiva, viene a destacar la resolución impugnada que
la desocupación efectiva de todas las prerrogativas y
facultades de su cargo de inspector de entidades de
crédito fue una consecuencia de la sanción administra-
tiva de inhabilitación especial impuesta, por lo que, tanto
la determinación de la eficacia de dicha sanción como
el alcance de la suspensión acordada por el Auto de
18 de abril de 1995 dictado por la Sala Tercera del
Tribunal Supremo, eran materias que quedaban al mar-
gen de la jurisdicción laboral. El error en los presupuestos
fácticos consistente en asociar la invocada desocupación
efectiva de las facultades profesionales inherentes al
puesto de trabajo del actor con la ejecución de la sanción
administrativa de inhabilitación especial impuesta, fue,
según criterio del Ministerio Fiscal, determinante de que
el Tribunal llegara, también, a una resolución de falta
de jurisdicción. El error fue, pues, determinante de la
posterior decisión adoptada por la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia y, por ende, de la vulne-
ración de derecho a la tutela judicial efectiva del
recurrente.

Por último, en lo que se refiere al alcance del amparo,
el Ministerio público considera que el derecho del
recurrente a la tutela judicial efectiva será satisfecho
en su integridad con la anulación de los Autos de 9
de abril y 12 de mayo de 1997 dictados por la Sala

de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
debiendo retrotraerse las actuaciones al momento inme-
diatamente anterior al de la resolución del recurso de
suplicación formalizado por la parte para que el citado
Tribunal, con plena jurisdicción, resuelva sobre el con-
tenido del recurso formalizado, prescindiendo del pre-
supuesto fáctico erróneo en que basó su anterior
resolución.

8. Por providencia de 15 de febrero de 1999 la
Sección Tercera acordó tener por personada y parte en
el procedimiento a la Procuradora doña María Eva Guinea
Ruenes en nombre y representación del Banco de Espa-
ña, en sustitución del fallecido Procurador Sr. Guinea
y Gauna, acordándose entender con ella las sucesivas
actuaciones.

9. Por providencia de 13 de septiembre de 2001,
se acordó señalar el día 17 del mismo mes y año para
la deliberación y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por finalidad
determinar si, como alega la parte actora, las resolu-
ciones judiciales impugnadas han vulnerado su derecho
a la tutela judicial efectiva. Considera el demandante
de amparo que los Autos de 9 de abril y 12 de mayo
de 1997 dictados por la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid han vulnerado su derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva, por cuanto aqué-
llos han incurrido en un verdadero error patente que
condujo a que no se diera respuesta motivada a la pre-
tensión que la parte había alegado. Entiende el recurren-
te que su pretensión de fondo no fue resuelta por el
Tribunal de suplicación por estimar que habría incurrido,
en su resolución confirmatoria de la declaración de falta
de jurisdicción del orden laboral para conocer del asunto,
en el error patente de considerar que la pretensión ale-
gada afectaba al ámbito y efectos de la ejecución del
Acuerdo sancionatorio adoptado por el Consejo de Minis-
tros y, en consecuencia, materia propia de la jurisdicción
contencioso-administrativa, prescindiendo, por tanto, de
toda respuesta motivada respecto de aquélla. El error
patente que habría llevado a dicha conclusión estribaría
en haber declarado como hecho probado que la no res-
titución efectiva en todas sus competencias propias que
como Inspector de entidades de crédito le correspondían,
se habría debido a la ejecución de la sanción adminis-
trativa de inhabilitación especial que le había sido
impuesta por el Consejo de Ministros.

En la posición contraria se encuentra la entidad
demandada, el Banco de España, que formuló alega-
ciones en las que se rechaza la vulneración del referido
derecho fundamental, por considerar que la resolución
impugnada da una respuesta razonada y motivada al
contenido de la demanda origen de las actuaciones judi-
ciales sin que tampoco sea apreciable, a su juicio, la
existencia de incongruencia en la resolución desestima-
toria, por considerar que los Autos impugnados contie-
nen un pronunciamiento razonado y razonable (y por
ende no arbitrario ni incongruente) en relación con la
competencia jurisdiccional. Plantea, igualmente, la inad-
misión de la demanda de amparo, al entender que ésta
resulta inviable por falta de agotamiento de los recursos
de la vía judicial previa, concretamente al no haber for-
mulado el recurrente su demanda ante la jurisdicción
contencioso-administrativa.

El Ministerio Fiscal, por su parte, considera que la
decisión de inadmitir o desestimar la pretensión sin llegar
a abordar la cuestión de fondo debatida, por apoyarse
en un motivo inexistente, constituye no sólo una ilega-
lidad sino una inconstitucionalidad, al afectar al derecho
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fundamental del art. 24.1 CE. Entiende, por ello, que
en el presente caso se ha producido una efectiva vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva, al haber-
se cometido un error en los presupuestos fácticos por
el Tribunal Superior de Justicia y porque tal error con-
dicionó, a su juicio, el sentido de la declaración de falta
de jurisdicción.

2. Hemos de comenzar nuestro enjuiciamiento con
el análisis de la alegada causa de inadmisión de la
demanda de amparo, consistente en la falta de agota-
miento de todos los recursos utilizables dentro de la
vía judicial [art. 50.1.a), en relación con el art. 44.1.a),
ambos de la LOTC]. En efecto, la queja del recurrente
en amparo se basa en el hecho de no haber formulado
éste su demanda ante la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, pues sólo si se hubiese considerado incom-
petente aquélla, y una vez seguido el correspondiente
conflicto de competencias, se hubiera podido dictar una
Sentencia contra la que ya no cupiera ningún tipo de
recurso y podría haberse interpuesto el recurso de ampa-
ro, dado el carácter subsidiario de éste.

Este Tribunal ha venido insistiendo sobre la necesidad
de agotar todos los medios de impugnación ordinarios
o extraordinarios antes de acudir al amparo constitu-
cional (por todas, STC 4/2000, de 17 de enero, FJ 2).
No obstante, la anterior doctrina no resulta de aplicación
al presente caso por cuanto la lesión de los derechos
fundamentales que se invocan en la demanda de amparo
sería directamente imputable en su origen, y únicamente,
como permite apreciar con absoluta nitidez su lectura,
a las resoluciones de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, decisiones que ponen
fin a la vía judicial previa y contra la que no cabe recurso
alguno, por lo que no cabe estimar que no se hayan
agotado frente a la decisión judicial supuestamente vul-
neradora de aquellos derechos fundamentales todos los
recursos utilizables dentro de la vía judicial por el hecho
de no haber instado un nuevo procedimiento judicial
ante un distinto orden jurisdiccional. La exigencia de
agotamiento de los «recursos utilizables» implica, a fin
de cuentas, dar todos los pasos que dentro de la corres-
pondiente senda procesal sean aptos para la tutela del
derecho correspondiente.

3. Salvados los óbices procesales alegados por la
empresa, es necesario entrar en el fondo del asunto y,
de este modo, analizar la queja sobre la que se articula
el recurso del recurrente. Funda éste su demanda de
amparo en la vulneración por parte de la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de
su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, por
cuanto aquélla ha incurrido en un verdadero error paten-
te que condujo a que no se diera respuesta motivada
a la pretensión que la parte había alegado declarando
la incompetencia de la jurisdicción social para conocer
de la controversia ante ella planteada.

Como viene señalando este Tribunal desde la STC
43/1984, de 26 de marzo (FJ 2), la decisión sobre la
propia competencia corresponde a los Jueces y Tribu-
nales ante quienes se ejercita la acción, siendo en prin-
cipio un tema de legalidad ordinaria. El derecho a la
tutela judicial no queda vulnerado cuando un órgano
judicial estima la incompetencia de su orden jurisdic-
cional. En suma, este Tribunal ha señalado que no tiene
encomendada la resolución de las cuestiones de com-
petencia que pudieran plantearse de oficio o a instancia
de las partes entre diversos Jueces ordinarios o la deci-
sión que cualquiera de ellos pudiera adoptar sobre su
propia competencia, ni supone una instancia que deba
revisar la decisión de un órgano respecto de su propia
jurisdicción por razón de la materia (entre otras, SSTC
49/1983, de 1 de junio, FJ 7; 112/1986, de 30 de
septiembre, FJ 2).

No obstante, hemos de recordar que, conforme a una
reiteradísima doctrina de este Tribunal, habrá lesión del
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) cuando
la omisión de un juicio sobre el fondo del asunto se
base en la falta de un presupuesto procesal necesario
y la apreciación del órgano judicial resulte arbitraria, irra-
zonable o patentemente errónea en la apreciación de
los hechos. Por ello, en el presente caso, se hace preciso
comprobar si los órganos judiciales sociales remitieron
la resolución de los litigios a otro orden jurisdiccional
y, en caso de que así procedieran, si la remisión efec-
tuada pudiera ser tachada de irrazonable, patentemente
errónea, arbitraria, determinando así una lesión del dere-
cho a la tutela judicial efectiva como en su día exigiera
la STC 136/1997, de 21 de julio (FJ 3).

4. Ha de traerse a colación, pues, la doctrina ela-
borada en torno al error patente con relevancia cons-
titucional, recogida recientemente, entre otras resolucio-
nes, en las SSTC 96/2000, de 10 de abril (FJ 5);
150/2000, de 12 de junio (FJ 2); 217/2000, de 18
de septiembre (FJ 3). En la primera de las mencionadas
Sentencias, que recopila el consolidado cuerpo doctrinal
existente al respecto, dijimos que, aunque en alguna
ocasión este Tribunal Constitucional se ha referido a las
particularidades de la figura del error patente, esta ins-
titución viene relacionada primordialmente con aspectos
de carácter fáctico. Así, se ha aludido a ella como «in-
debida apreciación de datos de la realidad condicionan-
tes de la resolución adoptada» (STC 68/1998, de 30
de marzo) o, de modo similar, se ha relacionado «con
la determinación de los hechos objeto del juicio o con
la determinación y relación del material de hecho sobre
el que se asienta la decisión» (STC 112/1998, de 1
de junio), aplicándose también a un «dato fáctico inde-
bidamente declarado como cierto» (STC 100/1999, de
31 de mayo).

En la presente controversia no es apreciable la exis-
tencia de un error fáctico de la trascendencia y relevancia
constitucionalmente necesarias para que el mismo pue-
da considerarse como atentatorio de un derecho fun-
damental. Cierto es que en la resolución por el juzgador
del presente caso concurren factores que, por admitir
calificaciones fácticas diversas, permiten adoptar, tam-
bién, distintas soluciones jurídicas todas ellas posibles
en Derecho. Así, la interrelación de las alegaciones pre-
sentadas y el hecho de que coincidiesen en el tiempo
dos procedimientos —uno contencioso-administrativo y
otro laboral—, de modo que en este último se tomaran
en consideración hechos también valorados en la pri-
mera demanda, como también las singularidades jurí-
dicas que la cuestión plantea, y que se cifran en la natu-
raleza de la entidad demandada (Banco de España) y
en la relación entre el trato discriminatorio deparado
por el Banco de España y la sanción administrativa de
inhabilitación especial que le había sido impuesta. Sin
embargo, el hecho de que sean posibles diferentes solu-
ciones en Derecho no impide considerar como razonada
y razonable la decisión adoptada por la resolución recurri-
da, y que ha optado por uno de los posibles enfoques,
lo que borra la evidencia del error y convierten ésta en
una cuestión de interpretación jurídica. De este modo,
la decisión sobre el orden jurisdiccional competente se
contrae a un problema puramente interpretativo dentro
del terreno de la delimitación de fronteras entre el orden
social y el contencioso-administrativo.

Centrada así la cuestión —nuestra doctrina acerca del
control de las llamadas cuestiones de legalidad entre
las que, como expusimos, hay que integrar las derivadas
de la interpretación del alcance y efectos de las normas
sobre competencia—, es evidente que este Tribunal no
puede imponer un determinado criterio interpretativo.
Nuestro control no puede alcanzar lo que en la STC
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160/1997, de 2 de octubre, FJ 4, denominamos «la
máxima irradiación de los contenidos constitucionales
en todos y cada uno de los supuestos de interpretación
de la legalidad», incluso cuando es posible encontrar
una interpretación más favorable a los intereses del
recurrente (STC 198/2000, de 24 de julio, FJ 4). Para
que una determinada interpretación de la legalidad alcan-
ce relevancia constitucional ha de acreditarse su irra-
zonabilidad o arbitrariedad, en lo que en ocasiones
hemos denominado «mera apariencia de Justicia» (STC
148/1994, de 12 de mayo, FJ 4), que equivale a la
«negación radical de la tutela judicial» (STC 54/1997,
de 17 de marzo, FJ 3) porque, aun constatada la exis-
tencia formal de una argumentación, la resolución resulte
fruto del mero voluntarismo judicial o exprese un proceso
deductivo «irracional o absurdo» (STC 244/1994, de
15 de septiembre, FJ 2).

5. A la vista de todo lo anteriormente expuesto y
de los límites de nuestro control, es cierto, como afirman
los recurrentes, que una de las posibles interpretaciones
era la que ellos sostienen. Pero no es menos cierto que
la de la Sala, en su Auto de 9 de abril de 1997, resolvió
la pretensión del recurrente de que se condene al Banco
de España como empleador «por no darle trabajo efec-
tivo desde febrero del 94 hasta que se suspendió la
ejecución provisional de la sanción administrativa que
le había impuesto», en abril de 1995 y, en atención
a dicha situación, ha estimado que «estas pretensiones
no encajan en la relación jurídico laboral empresa-tra-
bajador sino que se encuadran en la relación Banco de
España-control de las entidades financieras, porque el
expediente administrativo sancionador tramitado por el
Banco de España entra en su actividad específica, y la
sanción administrativa referente a la inhabilitación pro-
fesional, también se encuadra en la misma área jurídica
y, en consecuencia, los temas planteados en la demanda
afectan al referido campo jurídico, por lo que no es com-
petente este orden jurisdiccional para conocer del pro-
blema planteado». Lo que se reitera en el posterior fun-
damento jurídico de esta resolución, en atención al alcan-
ce de la sanción de inhabilitación impuesta por el Con-
sejo de Ministros y las funciones que corresponden al
Cuerpo al que pertenece el recurrente. De suerte que,
en definitiva, no cabe considerar que la del Auto impug-
nado constituya una interpretación de la legalidad que
quepa calificar como arbitraria, manifiestamente irrazo-
nable o incurra en error patente, aunque otras interpre-
taciones de la misma sean posibles y puedan ser más
favorables a los intereses del recurrente, lo que debe
conducir a la denegación del amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de septiembre de dos
mil uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

19469 Sala Segunda. Sentencia 178/2001, de 17
de septiembre de 2001. Recurso de amparo
4342/97. Promovido por Rottaservice Esta-
blishment, Vaduz, frente al Auto de la Audien-
cia Provincial de Alicante que decretó el sobre-
seimiento parcial de una causa seguida por
supuestos delitos de falsedad, estafa y apro-
piación indebida.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
sin indefensión: Recurso de queja, contra la
incoación del procedimiento abreviado, sus-
tanciado sin contradicción del querellante.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4342/97, promovido
por la entidad Rottaservice Establishment, Vaduz, repre-
sentada por el Procurador de los Tribunales don Felipe
Ramos Cea y asistida por el Letrado don Javier Gerona
Pérez, contra el Auto de la Sección Tercera de la Audien-
cia Provincial de Alicante, de 18 de julio de 1997, recaído
en el recurso de queja núm. 37/97, dimanante del pro-
cedimiento abreviado núm. 317/96 del Juzgado de Ins-
trucción núm. 2 de Alicante. Han comparecido y for-
mulado alegaciones don José Sempere Jaén, represen-
tado por el Procurador de los Tribunales don José Gra-
nados Weil y asistido por el Letrado don Basilio Fuentes
Alarcón, y el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 29 de octubre de 1997 don
Felipe Ramos Cea, Procurador de los Tribunales, en nom-
bre y representación de la entidad Rottaservice Esta-
blishment, Vaduz, interpuso recurso de amparo contra
la resolución judicial a la que se ha hecho mención en
el encabezamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación
de antecedentes fácticos que a continuación sucinta-
mente se extracta:

a) La entidad demandante de amparo interpuso que-
rella por delitos de falsedad en documento mercantil,
estafa impropia y apropiación indebida contra don
Miguel Hernández Martínez, doña María Isabel Monteliu
Raña y don José Sempere Jaén, que fue admitida a
trámite por providencia del Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Alicante, de 21 de febrero de 1995, dando
lugar a las diligencias previas núm. 373/95.

b) Practicadas las diligencias de averiguación y
esclarecimiento de los hechos que el Juzgado instructor
consideró pertinentes, por Auto de 20 de diciembre de
1996 se acordó incoar procedimiento abreviado, núm.
317/96, por supuestos delitos de falsedad, estafa y apro-
piación indebida en el que aparecían como imputados
don Miguel Hernández Martínez, doña María Isabel Mon-
teliu Raña y don José Sempere Jaén.

c) Las personas imputadas en el procedimiento
interpusieron sendos recursos de reforma contra el ante-


